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Resumen: Al llegar al poder, los nuevos actores políticos en Argentina, Bolivia y Vene-
zuela establecieron una alianza productiva con el sector agro-minero, el cual se benefició 
del auge exportador de principios del siglo XXI. Al mismo tiempo, apoyaron sus políticas 
fiscales y benefactoras en esta alianza e incrementaron, en el caso de Bolivia y Venezue-
la, el intervencionismo estatal mediante mayor titularidad pública. En otros términos; se 
orientaron hacia el re-arraigo de la economía en el sentido polyaniano de la palabra. En 
rigor, fue el regreso de lo político lo que determinó ese rumbo. Sin embargo, no faltaron 
las limitantes al re-arraigo. Así el peso de la deuda externa y la mala redistribución de 
las ganancias procedentes del crecimiento motorizado por las exportaciones, además de 
un férreo rechazo por parte de las elites, plantean todavía la cuestión de la magnitud 
del cambio.

Palabras claves: América Latina - sector agro-minero - políticas económicas - re-arrai-
go de la economía - lo político

Abstract: Once they acceded to power, Argentina, Bolivia and Venezuela’s new politi-
cal actors, surfing on the booming trade of the early 2000s, forged a productive alliance 
with the exporting primary sector. In fact, they relied on this trade expansion to develop 
fiscal and welfare policies and, in the case of Bolivia and Venezuela, reinforce state in-
terventionism through increasing public participation. In short, they opted for economic 
re-embeddedness, within Polanyi’s meaning of the term. This change of direction was 
made possible by the return to political action. Still, there have been impediments to the 
re-embedding process: the burden of the external debt, the very poor redistribution of 
the gains from the export growth, and the elite’s determined rejection of the process are 
frustrating the magnitude of the changes.

Key words: Latin America - primary sector – economic policies - economic re-em-
beddedness - political action

La década de los ochenta supuso la 
transición a la democracia en América La-
tina. Pero las crisis de la deuda y los ajustes 
estructurales a que dieron lugar, llevaron 
al descontento popular en las siguientes 
décadas (durante los años 90 en Vene-

zuela y a principios del siglo en Argentina 
y Bolivia). Aunada al deterioro de las insti-
tuciones políticas, dicho desazón propició 
el protagonismo de nuevos actores que 
ofrecieron programas de corte reformista 
(desde el inconsistente “capitalismo hu-
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mano” argentino hasta la más drástica “re-
volución bolivariana” venezolana). Amén 
del cambio político, esas tres naciones se 
beneficiaron también de un auge en la ex-
portación de bienes primarios. Pretendie-
ron asentar políticas benefactoras, varia-
bles en su alcance, basadas en una alianza 
productiva con las elites agromineras. Para 
esos países, cuya heterogeneidad estructu-
ral y dependencia del exterior son típicas 
del modelo latinoamericano del subdesa-
rrollo1, tal propuesta ha sido fundamental 
a la hora de enfrentar viejas problemáti-
cas como la búsqueda de un compromiso 
entre el desarrollo económico y las apre-
miantes necesidades sociales. 

Frente a esa contradicción dominante 
(sector moderno y atrasado, elite econó-
mica y mayorías empobrecidas, etc.), el 
reformismo latinoamericano ha represen-
tado la insistencia en la realización de uno 
de sus términos (modernización y apoyo a 
la elite) para que actúe como disolvente 
no violento del otro (sector premoderno 
y empobrecimiento)2. Ha supuesto la mo-
dernización a través de la intervención del 
capital extranjero, haciendo del mismo, un 
factor disolvente de las antiguas estructu-
ras pero sin reforma básica ni sublevación 
(en cambio, la revolución implica la su-
peración de la contradicción). Si bien los 
cambios en Argentina encajan con tal con-
cepto, lo ocurrido en Bolivia y Venezuela 
se sitúa entre tal reformismo y el cambio 
radical (la superación de la contradicción 
dominante) que a veces procura conver-
tirse en realidad, sobre todo en este úl-
timo país. 

Lo anterior convoca entonces a interro-
garse sobre el significado de lo sucedido, 
deslindándose sin embargo de la doxa me-
diática, que recurre generalmente a “expli-
caciones” desde la dimensión cognitiva de 
las estrategias de elite (esto es, se vale de 
una apreciación influida por las ideologías 
formales, los intereses instrumentales y la 
experiencia política de éstas con las clases 
bajas)3. Visto desde una perspectiva polya-
niana, los cambios en los tres países llevan 

implícito el re-arraigo de la economía en la 
sociedad, en contraposición a la ideología 
neoliberal que ve en los mercados autorre-
gulados (o sea, el desarraigo de la econo-
mía) la superación de la contradicción do-
minante. En efecto, para Karl Polanyi, el 
término “arraigo” expresa la idea que la 
economía, que circunscribe al mercado, no 
es autónoma sino que está subordinada a 
las relaciones sociales y también a la polí-
tica. El orden económico es sólo una fun-
ción del orden social en el que se contiene. 
Cuando se produce el desarraigo, el mer-
cado autorregulado requiere nada menos 
que la separación institucional de la socie-
dad en una esfera económica y una esfera 
política4. De ahí el peso de lo político, como 
modo de relación entre los distintos orde-
nes, para la cuestión del re-arraigo (la dife-
rencia de naturaleza del reformismo en los 
tres países considerados radica a la postre 
en el disímil grado de reacomodo de los 
ordenes). El regreso de lo político aparece 
entonces como la condición del desarrollo 
equilibrado5, donde la economía vuelve a 
una posición de mayor arraigo. 

Refiriéndose a ese marco explicativo 
es como el presente trabajo se propone 
ubicar las distintas caras del cambio en las 
tres naciones. A tal efecto, se observará 
primero el papel de lo político respecto 
del re-arraigo de la economía. A continua-
ción, se examinará bajo qué condiciones 
éste pudo producirse y cómo se concretizó. 
Se concluirá abordando los límites del re-
arraigo.

El papel de lo político

El “capitalismo humano” argentino 
(con la justicia social para la clase trabaja-
dora) remite indudablemente a la distin-
ción que hacía Perón entre dicho capita-
lismo y el “despótico” (el cual consiste en 
una serie de concesiones a los propietarios 
extranjeros de los sectores económicos es-
tratégicos). Por su parte el “capitalismo 
andino” que se promueve en Bolivia, tam-
poco pone en tela de juicio la propiedad 
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privada (que incluye el uno por ciento de 
la elite dedicada al negocio del agro y que 
es dueña del 80 por ciento de las tierras 
fértiles6). No obsta el derecho de acceso de 
las grandes empresas mineras, gasíferas y 
petrolíferas, a las reservas subterráneas. 
En rigor, la alianza productiva es un pacto 
con las multinacionales extranjeras que ex-
plotan los recursos naturales y el campesi-
nado indígena7. En cambio en Venezuela, 
la estrategia oscila entre una alianza pro-
ductiva de esta índole (el incremento de 
los lazos entre capital local y extranjero 
junto con el ejercicio de un control fiscal 
más estricto) y la marcha hacia el “socia-
lismo del siglo XXI”, plasmado en la revo-
lución bolivariana. Esto es, una economía 
mixta con una marcada rectoría del Estado 
incluyendo la extensión de su titularidad 
y la expropiación de los fondos y fábricas 
subproductivos. 

Al mismo tiempo, se han reforzado las 
políticas fiscales y el control estatal sobre 
la economía mientras se han desarrollado 
políticas benefactoras. Dicho intervencio-
nismo, reducido en Argentina, llega a ser 
prioritario en Venezuela. En realidad, su 
magnitud da cuenta del grado de re-in-
crustación de la economía en la sociedad 
(para Polanyi y los sustantivistas, aquélla 
se centra en la satisfacción de las necesida-
des materiales según los distintos requeri-
mientos institucionales y no sobre la única 
maximización de los beneficios individua-
les8). A su vez, la amplitud del re-arraigo 
se relaciona con la centralidad que los go-
biernos vuelven a otorgar a lo político. Al 
respecto, Polanyi9 observa que “la sociedad 
económica había surgido como algo dis-
tinto del Estado político” y que “la reinte-
gración de la sociedad al mundo humano” 
se ha convertido en el objetivo persisten-
temente buscado del pensamiento social. 
Es lo político, en tanto modo de relación 
entre los distintos ordenes de la práctica 
(lo económico, lo social, etc.) lo que per-
mite la re-incrustación10. Condiciona el 
grado de re-arraigo del mercado y la inte-
gración de las clases pobres y marginadas 

a sus beneficios. Entonces, se enfrenta con 
la política como sistema de poder vigente 
y ejercicio de la violencia legítima, como 
en el caso de Bolivia y Venezuela. 

 Una breve incursión en la sociología 
general y en la teoría de la acción, permi-
tirá esclarecer el papel de lo político. Cabe 
recordar en un principio, que los teóricos 
coinciden en afirmar que la modernidad 
va a la par con la ineluctable autonomía de 
los órdenes de la práctica (lo económico, lo 
social, lo político, etc.) sin que ellos sean 
disjuntos. Así pues, lo político es un orden 
de la práctica (en cambio, la política pro-
duce un pensamiento sobre una configu-
ración dada de estos órdenes). Sobre todo, 
uno de estos ordenes constituye el con-
texto principal de lo económico; puede ser 
lo político y la regulación externa que im-
plica, pero las corrientes de pensamiento 
discrepan en cuanto a cuál orden termina 
por convertirse en contexto central: lo 
meta-económico, la cultura -pensamos en 
Max Weber- o la “socialidad” primaria y 
secundaria; la relación de función a fun-
ción11. A fin de cuentas el grado de auto-
nomía en uno de los órdenes de la práctica, 
cuya forma extrema es el desarraigo, no 
remite a su inherente funcionalidad sino 
a una decisión política (o sea, la manera 
como una sociedad se auto-instituye)12. 

Aún así, desde los años 80, el contexto 
principal de lo económico es lo meta-
económico, siendo su vertiente teórica 
el individualismo metodológico, su ver-
tiente ideológica el neo-liberalismo y su 
institución los mercados globales auto-
rregulados. Como consecuencia, el orden 
económico se desarraiga de los ordenes 
político y social (en Argentina, por ejem-
plo, la aplicación de las políticas económi-
cas de corte neoliberal desde 1os años 70 
fue a la par con el deterioro de la relación 
entre el ingreso promedio de ambos ex-
tremos de la sociedad, la cual pasó de 9 
a 24 veces entre 1980 y 200013). Como lo 
advirtió Polanyi14, los intentos de dar ma-
yor autonomía al mercado aumentan la 
tensión. En tal esquema, la reafirmación 
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de lo político (desde la referencia al “capi-
talismo humano” hasta el discurso sobre la 
revolución bolivariana) mengua la prima-
cía de lo meta-económico como contexto 
principal. Incluso tiende a convertirse en 
contexto principal, por lo menos en Vene-
zuela. Al conferirle una nueva centralidad, 
los gobiernos intentaron contrarrestar el 
desarraigo de la economía respecto de la 
sociedad, concretizado en la pobreza y la 
desigualdad, mediante un compromiso es-
pecífico. 

El nuevo compromiso: la alianza 
productiva

Los gobiernos establecieron una alianza 
productiva tácita con el sector privado 
exportador, el cual había cobrado impor-
tancia a raíz de la ola de privatizaciones 
de las décadas de los ochenta y noventa 
en Bolivia y en Argentina sobre todo. De 
hecho, la especialización en la producción 
agrícola y en la de materias primas para los 
países del centro, ha existido desde princi-
pios del siglo XVI en la América hispana. 
Como lo observa Rouquié15, se organizó 
una extraversión económica que condi-
cionó las modalidades de introducción del 
capitalismo y de la que aún no ha salido 
el continente. Las elites, cuya formación es 
inseparable de la prosperidad económica 
de ese desarrollo extravertido, lo han con-
sagrado todo al producto bien cotizado en 
el mercado mundial; el estaño en Bolivia 
y el petróleo en Venezuela. En cambio, 
Argentina nunca tuvo una especialización 
tan estrecha. Por añadidura la crisis de la 
deuda, al obligar a los deudores a exportar 
más, condicionó a las economías locales a 
orientarse a la exportación de las materias 
primas que gozaban de ventajas compara-
tivas (incluso en la no tan especializada Ar-
gentina, más de la mitad del aumento de 
las exportaciones totales en el período de 
1989 a 1997 se explicó por la oferta agre-
gada de seis bienes primarios)16. Empero, 
las ganancias en divisas dependen de los 
volubles precios de los productos agro-mi-

neros, por lo que la vinculación a los mer-
cados globales, contribuye a tornar esas 
naciones vulnerables, frente a los vaivenes 
de la economía.

Más recientemente, las políticas de 
apertura ligadas a la globalización convo-
caron a la re-primarización de las econo-
mías, como es el caso de Bolivia y en los 
demás países de la Comunidad Andina 
de Naciones (CAN) como Venezuela17. En 
ambos países, durante el período 2003-
2006, se evidenció una fuerte correlación 
entre la tasa de crecimiento del Producto 
Interno Bruto (PIB) y la proporción de 
los productos primarios como porcenta-
jes de las exportaciones totales. Cuanto 
mayor es el peso del sector agro-minero 
en las exportaciones, mayor es la tasa de 
crecimiento18. En Bolivia, la extracción de 
recursos naturales y la producción de pro-
ductos primarios, realizó un aporte más 
importante al PIB que antes de la aplica-
ción del Plan Nacional de Desarrollo imple-
mentado por Morales (a mediados del año 
2006, prácticamente un 75 por ciento de 
las exportaciones estaban compuestas por 
productos agro-mineros)19. En Argentina, 
proveedor de materias primas y alimentos 
para los países del Norte desde el fin del 
siglo XIX, la integración en los mercados 
globalizados sigue teniendo como eje cen-
tral la exportación de productos de esta ín-
dole (en realidad, la reprimarización de su 
economía se produjo desde el decenio de 
los setentas debido a la concentración de 
las inversiones externas en los sectores con 
mayores ventajas comparativas). Ahora 
bien, son las condiciones externas favora-
bles, las que motorizaron el crecimiento 
económico sostenido que se experimentó 
en las tres naciones desde el año 2003. La 
creciente demanda por parte de los paí-
ses de reciente industrialización, China y 
la India principalmente, y el significativo 
crecimiento en las exportaciones prima-
rias (incluido el petróleo, cuyas reservas 
son las mayores del mundo fuera del Me-
dio Oriente) explican principalmente esa 
buena racha20. 
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Tal coyuntura en los mercados mundia-
les inclinó a los regímenes reformistas a 
adoptar una estrategia de crecimiento del 
sector agro-minero, donde se concentra el 
capital y las ganancias. Vislumbraron una 
alianza productiva con la fracción expor-
tadora de ese sector, donde pudieran con-
trolar los ingresos generados por su inser-
ción en el mercado mundial y así extender 
el bienestar social a los pobres, a través de 
políticas benefactoras. Entonces, fomen-
taron su expansión. Transfirieron subsi-
dios y otorgaron concesiones impositivas, 
contribuyendo a aumentar la rentabilidad 
del sector (mientras tanto la producción 
alimenticia destinada al mercado interno 
se estancó, lo cual explica en parte la infla-
ción). En Argentina, los gobiernos Kirchner 
fortalecieron la posición del sector, o sea, 
el capital privado nacional y extranjero, 
brindándole subsidios a la exportación 
(en el 2007, los 500 millones de dólares de 
subsidios al sector agrícola, favorecieron 
al reducido grupo de grandes productores 
y empresas multinacionales que monopo-
lizan el 80 por ciento de la producción, 
la distribución de fertilizantes, etc. y las 
exportaciones. Más aún, veinte empresas 
privadas percibieron un 81 por ciento de 
los subsidios)21. En la Bolivia de Morales, 
donde la prioridad a la planificación se 
reflejó en un aumento significativo en el 
nivel de gastos de capital público (20,1 por 
ciento contra un promedio regional del 5,9 
por ciento), las firmas extranjeras obtuvie-
ron gas a precios subsidiados. Asimismo, 
consiguieron préstamos subsidiados del 
Estado para financiar sus gastos corrien-
tes (a una tasa del 3 por ciento mientras 
que el Estado toma préstamos del Banco 
Andino a una tasa del 8 por ciento). Por 
su parte, el sector privado agroindustrial 
se benefició con las políticas oficiales ta-
les como el subsidio a los componentes de 
la producción y a las importaciones (por 
ejemplo, el combustible diesel) y la reduc-
ción de pago de impuestos del 25 al 13 por 
ciento22. No obstante, la propensión de la 
oligarquía agro-exportadora a convertir la 
rentabilidad en capital fijo, o sea, en inver-

sión productiva, es baja en comparación 
con la de Asia. En general, las ganancias 
obtenidas a partir del auge exportador no 
tienden a invertirse productivamente para 
motorizar el desarrollo económico; en lu-
gar de ello, se “exportan”23. 

Hacia el re-arraigo de la economía

Las políticas benefactoras

La política económica de Argentina, 
Bolivia y Venezuela, en donde la carencia 
de prestaciones básicas hacía meramente 
formal la ciudadanía social, se había mo-
vido rumbo al mercado autorregulado, 
hasta que llegaron los nuevos actores 
políticos. Al desplazarse la economía en 
dirección del desarraigo (al respecto, des-
taca la era Menem en Argentina), los tra-
bajadores se volvieron más vulnerables 
ante el desempleo y se les otorgó menos 
derechos asistenciales, tal como lo había 
advertido Polanyi en otras circunstancias24. 
En tal contexto, suele surgir un contra-mo-
vimiento protector que participa del re-
arraigo. Se organiza la resistencia al movi-
miento de laissez-faire, hacia la expansión 
del alcance del mercado25 (los hitos fueron 
los saqueos a los comercios y los cacerola-
zos del 2001 en Argentina, la movilización 
indígena en Bolivia y el “caracazo” del año 
1989 en Venezuela). 

Al ser elegidos gobiernos reformistas, 
como consecuencia del contra-movimiento, 
se institucionalizó la ampliación de las po-
líticas benefactoras mediante una mayor 
contribución financiera del Estado. En Ve-
nezuela (el sólo caso en América Latina) el 
gasto público social per cápita es mayor de 
lo que fue en el año 2000 (en términos rea-
les, aumentó en más de un 300 por ciento 
entre 1998 y 2007)26. En Bolivia, el gasto 
público social se encuentra todavía por 
encima del promedio regional; representa 
el 18,5 por ciento de los ingresos fiscales 
contra un promedio del 13 por ciento27 . 
En cambio, en el resto de América Latina el 
aumento del gasto público en educación, 
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salud y bienestar social (cerca de un 10 por 
ciento entre los años 2002-2003 y durante 
2004-2005), no fue mucho más que el au-
mento proporcional en los ingresos totales 
obtenidos del crecimiento basado en las 
exportaciones. Además, el incremento se 
ha estabilizado desde entonces a una tasa 
per cápita que se encuentra por debajo de 
la obtenida en la segunda mitad de la dé-
cada de los noventa28. 

Dichas políticas benefactoras oscilan 
entre el asistencialismo reparador (repar-
tición de los satisfactores básicos) como en 
Argentina y Bolivia y la construcción de un 
sistema de bienestar orientado a la ciuda-
danía social (acceso a la salud, la educa-
ción, etc. para mitigar las desigualdades) 
en Venezuela. En ese país caribeño, se ex-
tendió la atención sanitaria accesible para 
los pobres (programas Barrio Adentro) y la 
cantidad de médicos de atención primaria 
del sector público se amplió de 1628 en 
1998 a 19751 a principios del año 2007. 
En el mismo año, cerca del 40 por ciento 
de la población se benefició de alimentos 
subsidiados (a través de los programas 
alimentarios Casas de alimentación, Red 
Mercal, Pdval). También aumentó el ac-
ceso a la formación de adultos (Misiones 
Robinson) y a la educación, sobre todo a 
nivel superior (se multiplicó la matrícula 
en más de 2, 5 ente 1998 y 2007)29. En Bo-
livia, se distribuyeron bonos de dignidad 
a los ciudadanos de más de sesenta años, 
con valor de entre 18 y 30 dólares por mes 
así como bonos Juancito de Pinto, de 28 
a 30 dólares por año, otorgados a todos 
los niños que concurren a la escuela pú-
blica de primero a sexto grado. Además, 
los subsidios orientados a la entrega de 
unidades habitacionales y viviendas socia-
les y los programas en las áreas de salud 
y educación (como el de alfabetización Yo 
sí puedo, a través de una ayuda sustancial 
de Venezuela y Cuba) se incrementaron y 
alcanzaron el 18,5 por ciento de los des-
embolsos presupuestarios, en compara-
ción con el promedio regional de 12,7 por 
ciento30. Por lo contrario en Argentina, en 

donde la medida más trascendente del go-
bierno Kirchner, fue el establecimiento de 
un subsidio de 50 dólares mensual para los 
desempleados y las familias indigentes, los 
programas sociales se redujeron a una mí-
nima asistencia.

La acotación de la esfera económica

Polanyi observa también que el inter-
vencionismo, al subordinar el mercado a 
la dirección demócrata, participa también 
del contramovimiento protector. Además, 
los mecanismos regulatorios protegen a 
los seres humanos de las presiones de las 
fuerzas de mercado31. En las tres naciones, 
es sobre todo mediante las políticas fisca-
les como se concretizó el incremento de la 
intervención del Estado. En efecto, a raíz 
del auge exportador, los gobiernos partici-
paron en las ganancias mediante impues-
tos suplementarios y retenciones sobre las 
exportaciones de los recursos agro-mine-
ros. En Argentina, donde se duplicaron los 
precios de los granos entre 2003 y 2007 y 
se acumularon excedentes comerciales, el 
régimen de Néstor Kirchner practicó re-
tenciones sobre las exportaciones agríco-
las. En la vecina Bolivia, se estableció una 
política de mayores regalías en el sector 
de hidrocarburos (aumento de un 19 a un 
50 por ciento sobre el volumen de la pro-
ducción) y los impuestos a la exportación 
se cuadruplicaron hasta niveles iguales a 
los de la mayoría de los países capitalistas 
de Occidente (pero muy inferiores a las 
tasas vigentes en Medio Oriente y Asia). 
En Venezuela, al aplicar nuevos impues-
tos sobre la mana petrolera (aumento de 
la tasa de regalía en la Faja del Oricono, la 
reserva petrolera más grande del mundo, 
del 1 por ciento al 16,6 por ciento en 2004 
y el establecimiento de los impuestos de 
extracción, de registro de exportación y 
de superficie en 2006), el gobierno du-
plicó sus ingresos32. A diferencia de Vene-
zuela, en Argentina y en el país andino, 
una parte relativamente reducida de in-
gresos fiscales, incluido los ingresos adi-
cionales percibidos durante el auge ex-
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portador, se emplearon para financiar el 
desarrollo social33. 

Esas medidas fueron acompañadas por 
un aumento de la titularidad pública en 
los sectores estratégicos (recordamos Po-
lanyi y las mercancías ficticias, que no se 
producen para venderse en un mercado). 
En Argentina, el primer gobierno Kirchner 
se rehusó a volver a nacionalizar sectores 
estratégicos de la economía que fueron 
privatizados en los regímenes anteriores. 
En cambio, en Venezuela y Bolivia donde 
el Estado pretende ser el promotor del 
desarrollo y controlar el excedente econó-
mico, las políticas fiscales se complemen-
taron con un mayor control de éste sobre 
la economía. Con todo en el país andino, 
donde la Asamblea Constituyente propuso 
el control nacional de los recursos en base 
al segundo pilar del Plan Nacional de De-
sarrollo (la soberanía), sólo se realizaron 
nacionalizaciones marginales. El gobierno 
de Morales, firmó contratos con casi todas 
las multinacionales extranjeras de activi-
dad extractiva presentes en el país, pero 
el Estado sigue siendo un socio minoritario 
(con poca influencia sobre decisiones que 
atañen a la inversión y la producción). En 
Venezuela el gobierno presentó un Pro-
grama Económico de Transición a finales 
de los noventa, que buscaba el equilibrio 
entre el mercado y nuevas formas de pro-
piedad privada como el cooperativismo. 
Fue el preludio de la nacionalización de 
empresas estratégicas (en los rubros de 
petróleo, gas, acero, cemento, producción 
y distribución de alimentos, telecomuni-
caciones y electricidad) y de la firma de 
contratos de explotación conjunta del pe-
tróleo y del gas con más de una docena de 
multinacionales que le brindan un control 
estatal mayoritario. No hay negocio pe-
trolero donde Petróleo de Venezuela no 
tenga la mayoría accionaria y el control 
operacional, lo cual se inscribe en una es-
trategia de recuperación de la plena sobe-
ranía petrolera. Ahora bien, la participa-
ción del Estado en los recursos financieros 
derivados de la venta del sector agro-mi-

nero bajó en 3,2 puntos porcentuales en 
2006-2007, en comparación con la década 
anterior. En cambio, subió el 7 por ciento 
en Bolivia34. 

En esos dos países se realizaron tam-
bién cambios estructurales en el campo. 
Así la Constitución boliviana limitó la titu-
laridad de la tierra a unas 10.000 hectáreas 
por persona (lo cual se puede infringir al 
poner títulos a nombre de familiares leja-
nos), procurando dar un destino produc-
tivo a las tierras. Con la misma intención, 
el gobierno venezolano expropió varios 
millones de hectáreas de tierras fértiles no 
cultivadas que se encontraban en manos 
de especuladores y 32 plantaciones que 
registraban subproducción. De hecho, en 
ambos naciones la falta de inversión y la 
especulación han debilitado la oferta de 
productos y explican en parte la espiral 
inflacionista, y así mismo restringen el al-
cance del re-arraigo. 

Los límites al re-arraigo

La contrapartida de la alianza pro- 
ductiva

Según cifras del Fondo Monetario In-
ternacional (FMI), en toda América Latina 
los ingresos del sector público, derivados 
de las exportaciones del sector agro-mi-
nero se estimaban en un 4,5 por ciento 
del PIB en el año 2002 y se estabilizaron 
en un 9 por ciento en 200735. A pesar de 
lo anterior, los recursos fiscales adiciona-
les derivados del auge exportador, no han 
significado ningún aumento sustancial del 
gasto público social, el cual, como porcen-
taje del Producto Interno Bruto alcanzó su 
nivel más alto a fines de la década de los 
noventa, en el marco de un escaso creci-
miento. Por añadidura dicho gasto, dise-
ñado para contrarrestar la distribución pri-
maria, o sea, la generada por el mercado, 
no es progresivo (en particular en lo que 
respecta a la seguridad social) y no tiene 
un efecto redistributivo significativo en 
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el sentido de reducir substancialmente la 
concentración del ingreso36.

En rigor, la prioridad en la asignación 
de los recursos fiscales al pago de la deuda 
externa perjudicó el desarrollo del gasto 
(las políticas de ajuste y la necesidad de 
ampliar la capacidad instalada para ex-
portar y obtener divisas desplazaron a los 
objetivos sociales). Aprovechando las con-
diciones favorables de los mercados mun-
diales para los productos agro-mineros, los 
gobiernos respectivos buscaron cancelar 
la deuda con el propósito de limitar la in-
fluencia de acreedores tales como el FMI 
y el Banco Mundial (BM)37. En Argentina, 
Néstor Kirchner dio prioridad al pago an-
ticipado de la deuda al FMI, vinculando 
los pagos de ésta al nivel de crecimiento 
de la economía38. El gobierno boliviano 
abonó también parte de su deuda ex-
terna, al cuadruplicarse las reservas en 
moneda internacional con el aumento de 
las regalías petroleras y de los impuestos 
a la exportación, desde la llegada al po-
der de Morales39. Por su parte, Venezuela 
acumuló para 2008 más de 35.000 millo-
nes de dólares en reservas en moneda 
extranjera y canceló sus deudas, pese al 
aumento del gasto público social, librán-
dose de los condicionamientos impuestos 
por los bancos internacionales (FMI, BM y 
Banco Interamericano de Desarrollo). Más 
aún, 30 mil millones de dólares se orienta-
ron hacia el Fondo de Desarrollo Nacional 
(Fonden) entre 2005 y 2007, permitiendo 
el financiamiento de 172 proyectos en in-
fraestructura, educación, salud, etc.40. Sin 
embargo, la baja en la deuda externa de 
esos países coincidió con el aumento de 
la deuda interna; o sea, la toma de prés-
tamos realizada por las subsidiarias de los 
bancos extranjeros y los grupos financieros 
locales. Al efectuar préstamos a los gobier-
nos mediante el recurso a las instituciones 
financieras estadounidenses y europeas, 
estas filiales reprodujeron la dependencia 
financiera41. La misma se reiteró también, 
a través del sector privado que desde los 
años noventa, tiene mayor libertad de 

contratar deuda directamente en los mer-
cados internacionales para enfrentar la 
competencia42.

Los que se apropiaron de la mayor parte 
de los ingresos generados por el auge de 
las exportaciones fueron; el sector privado 
y las multinacionales. En Argentina, los be-
neficios del crecimiento económico se acu-
mularon a favor de un reducido número 
de empresas agrícolas locales y extranje-
ras, las cuales transfieren un porcentaje 
sustancial de sus ganancias al exterior del 
país, disminuyendo el efecto multiplicador 
sobre el resto de la economía43. Asimismo 
en Bolivia, las ganancias declaradas por las 
medianas y grandes empresas del sector 
privado, se duplicaron desde el comienzo 
de 2005 hasta 2007 (durante este mismo 
año, los bancos nacionales y extranjeros 
que operan en el país lograron aumentar 
la rentabilidad neta más que en las últimas 
dos décadas). En Venezuela, fue también 
la elite empresarial la que se benefició del 
auge de las materias primas del período 
2004-200844. 

Y sin embargo, no hubo adelantos con-
tundentes en el empleo. En Argentina, el 
desempleo seguía siendo, en el 2005, más 
alto de lo que era al inicio de la crisis en 
1998. De hecho, los sectores de la agricul-
tura mecanizada y del petróleo experi-
mentaron un crecimiento de las exporta-
ciones, pero son muy intensivos en capital 
y emplean a una cantidad reducida de 
trabajadores. En Bolivia la baja en la tasa 
de desocupación (de un 8,2 por ciento en 
2006 a un 7,8 en 2007) debe interpretarse 
en el contexto de un proceso masivo de 
emigración. En cambio, el desempleo des-
cendió a menos de la mitad en Venezuela 
(de un 17 por ciento en 1998 a un 7 por 
ciento en 2007) donde el sector formal ab-
sorbía el 55,6 por ciento de los trabajado-
res para esta última fecha, contra un 47,6 
por ciento en el año 1999 (en Argentina, 
los empleados informales representaban 
un 40 por ciento de la población activa 
para 2007 y en Bolivia eran más de la mi-
tad de ella). Pero los trabajadores del sec-
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tor informal venezolano, al igual que los 
de las naciones rioplatense y andina, care-
cen de poder de negociación para lograr 
aumentos de sueldos vinculados a la cre-
ciente inflación, como se da el caso en las 
principales industrias (petróleo, acero, alu-
minio) que subcontratan a la mayor parte 
de su plantilla45. Además, la asignación de 
recursos fiscales a sueldos y salarios ha per-
manecido por debajo de las asignaciones 
de la última década en esas naciones, se-
gún el FMI (tales recursos se orientaron al 
equilibrio de la balanza de pagos y al pago 
de la deuda externa)46. 

Con todo, la pobreza exhibe una mejo-
ría en relación a la situación que prevale-
cía a finales de la década de los noventa. 
La tasa conjunta de pobreza e indigencia 
bajó entre el año 2000 y el año 2006 tanto 
en Argentina (pasó del 66,3 por ciento al 
28,2 por ciento) como en Venezuela (bajó 
del 70,8 al 40,1 por ciento) donde se imple-
mentaron amplios programas sociales. Aún 
así, no se registró ningún avance desde 
1990 en esas naciones. Lo mismo que en 
Bolivia donde la tasa de pobreza rural al-
canza el 70 por ciento (son dos millones de 
indígenas sin tierra). En cambio aumentó 
la desigualdad (salvo en Venezuela)47. La 
inflación explica parte de esa situación. En 
la Argentina, se duplicó el índice real del 
precio de los alimentos (era superior al 20 
por ciento en el 2007). Esto llevó al dete-
rioro de los ingresos, a pesar del aumento 
del salario mínimo, y a la reducción del va-
lor del subsidio para las familias indigentes 
a menos de un tercio. En Bolivia el salario 
mínimo, el más bajo de toda América La-
tina, fue elevado en un 10 por ciento para 
el año 2008. Sin embargo, la inflación casi 
canceló el aumento real; fue de un dólar 
por mes48. La inflación venezolana, al su-
bir del 14 por ciento en el 2005 al 22 por 
ciento en el 2007, afectó sobre todo a los 
alimentos importados, pero su impacto so-
bre las clases populares se compensó con el 
aumento del salario mínimo (se multiplicó 
por 3.2 veces entre 2002 y 2007 y es uno de 
los mayores del continente)49. En realidad, 

las presiones inflacionistas son el producto 
de las fallas productivas y de la declinación 
de la inversión privada en la producción y 
la distribución, pese a la rentabilidad. Pro-
ceden también del mayor crecimiento en 
las exportaciones agrícolas, en detrimento 
de la producción local50. 

El rechazo de las elites

Mediante la fiscalización de las ga-
nancias del sector agro-minero, la mayor 
titularidad pública y la nacionalización, los 
gobiernos de Bolivia y Venezuela preten-
den pasar de una regulación interna (por 
medio de los mercados autorregulados) a 
una regulación externa (desde el Estado) 
y así establecer políticas benefactoras con 
el fin de modificar la distribución primaria 
de los ingresos. En otras palabras, intentan 
re-arraigar la economía. Pero en América 
Latina suelen existir umbrales variables 
de intolerancia de los grupos dominan-
tes, en los cuales la intrusión de lo político 
no es aceptada. La concentración del po-
der económico es tal, que tiende a volver 
ipso facto ilegítima cualquier medida que 
afecta los intereses de estos51. 

Empero, es bajo una forma renovada, 
como las elites económicas han recha-
zado las transformaciones estructurales 
en el control de la tenencia de la tierra y 
de los recursos energéticos que van a la 
par con la alianza productiva. En Bolivia, 
el conflicto de intereses de grupos socia-
les se ha escudado detrás la exigencia de 
una agenda regionalista. Así el Plan Na-
cional de Desarrollo (2006) destinado a 
fortalecer la capacidad del gobierno para 
conformar la política económica y redistri-
buir los beneficios de las exportaciones y 
su propuesta de redistribuir 30 millones de 
hectáreas a 200.000 familias campesinas y 
el saneamiento de 56 millones de hectá-
reas, provocó la reivindicación de estatu-
tos de autonomía regional, encabezada 
por las élites y empresarios locales (dueños 
de más del 90 por ciento de los medios de 
comunicación y prensa local), en los depar-
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tamentos de Santa Cruz y de la Medialuna 
(la Bolivia mestiza y rica). La convocación 
a una Asamblea Constituyente para elabo-
rar una nueva Constitución, acorde con la 
petición del pueblo indígena de tener una 
mayor inclusión política y social también 
causó el rechazo de dichos departamentos 
y la organización de referendos autonó-
micos. Además, las empresas dedicadas a 
la extracción (42 multinacionales domi-
nan la actividad gasífera y petrolífera del 
país) pospusieron indefinidamente todo 
proyecto de gran escala52. En cuanto al 
régimen bolivariano de Chávez, tuvo que 
contrarrestar un golpe militar en abril de 
2002 y un lockout patronal entre diciem-
bre de 2002 y febrero de 2003, que llevó 
a una declinación del 24 por ciento en el 
PIB53. En resumen las elites rechazan las 
reformas y la intrusión de lo político en 
el orden económico, volviéndolas más 
difícil de llevar a cabo. Incluso en la más 
conservadora Argentina, los monopolios 
del sector de la energía (electricidad, gas) 
crearon escasez para aumentar su tasa de 
ganancia, mediante el incremento de los 
precios. Dichos sectores y el de las teleco-
municaciones, mostraron igualmente una 
débil inclinación a efectuar sustanciales 
inversiones de largo plazo que sostuvieran 
el crecimiento, pese a previos acuerdos, en 
el contexto de la firma de los contratos de 
privatización54. 

Conclusión

En Argentina, Bolivia y Venezuela arri-
baron al poder gobiernos reformistas a 
raíz de movilizaciones en contra del des-
arraigo de la economía. Beneficiándose 
del incremento de las exportaciones agro-
mineras de principios del siglo XXI, inten-
taron re-arraigarla. A tal efecto, buscaron 
un compromiso para hacer compatible la 
incorporación al mercado mundial (el auge 
exportador) y las políticas benefactoras (a 
través de los ingresos fiscales que las origi-
nan). En otros términos, su reformismo ha 
intentado recomponer la relación entre el 

orden económico y el orden social con el 
propósito de mitigar la contradicción do-
minante, como en Argentina y Bolivia, e 
incluso resolverla, como en Venezuela. Lo 
que está en juego es si se puede remediar 
los desequilibrios sociales, sólo por medio 
de la alianza productiva. En el corto plazo 
queda por ver también, si seguirá el auge 
exportador generado por la India y China, 
sobre el cual se basan las políticas benefac-
tores ya que en esos países las polaridades 
limitan el consumo masivo.

No obstante, la crítica de los oponentes 
a esos gobiernos se enfoca en su retórica 
(el “capitalismo andino” y la “revolución 
bolivariana”, con referencias al socialismo) 
y no en su práctica concreta (la alianza pro-
ductiva). ¿Será para prevenirse contra fu-
turas transformaciones sistémicas que van 
más allá de dicha alianza? En todo caso, 
los intentos de re-arraigo de la economía 
(desde el mínimo programa argentino 
hasta las reformas sistémicas venezolanas) 
ya causaron un “choque de los principios 
organizadores del liberalismo económico 
y la protección social que conduce a una 
profunda tensión institucional”, para utili-
zar las palabras de Polanyi55.

El arribo al poder de nuevos actores, es 
indispensable pero no es suficiente. Auto-
res como Petras y Veltmeyer56 ponen én-
fasis en la necesidad de una movilización 
semejante a la que precedió la llegada al 
poder de los gobiernos actuales. En efecto, 
las políticas públicas resultan usualmente 
de un proceso sesgado, en el cual el go-
bierno y las organizaciones representati-
vas de grupos particulares, dentro de las 
restricciones económicas y políticas exis-
tentes, toman decisiones basadas en lo 
que perciben como sus intereses. Así que 
la presión de tal o cual grupo orienta dicho 
proceso. Al respecto, la movilización en 
Bolivia y en Venezuela es mayor a la de Ar-
gentina aunque sectores de la clase media 
y la elite rechazan a los gobiernos57. Aquí 
puede encontrarse uno de los motivos del 
tibio reformismo argentino. Pero aún así, 
la articulación entre los sectores más des-
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favorecidos de la sociedad y el Estado co-
rre el riesgo de recaer en el clientelismo, 
lacra endémica de América Latina, y en la 
ineficiente burocracia58. El apoyo popular 
a los gobiernos, tampoco puede prescindir 
de la satisfacción de las orientaciones de 
movilidad social, lo cual remite a su vez a 
la estabilidad del excedente económico. 

Como conclusión, ¿No se podría decir, 
con las palabras de Žižek59, que los gobier-
nos argentinos, boliviano y venezolano 
han buscado “la destrucción del elemento 
excesivo que causa el antagonismo”? Esto 
es, han enfrentado la contradicción ahora 
generada por los mercados globales au-
torregulados. Ahora bien, la prioridad re-
cién otorgada a lo político en materia de 
integración regional (este fue lo que más 
preocupó a los autores de la independen-
cia como Bolívar) podría representar otra 
faceta del re-arraigo60.
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NOTAS
1	 Esos países pertenecen al modelo la-

tinoamericano de subdesarrollo (véase Rodrí-
guez, op. cit.). Sin embargo, la Argentina no era 
dualista ni estructuralmente heterogénea hasta 
la inversión en el desarrollo, que se dio a partir 
de los años 40. Se diferenciaba también del mo-
delo latino-americano del subdesarrollo por la 
alta razón tierra-trabajo y la escasez de mano 
de obra (Waisman, 2006: 33, 254 y 289).

2	  Zea, 2006: 103-104
3	  Sobre la dimensión cognitiva de las 

estrategias de elite, véase Waisman (2006: 215-
253).

4	  Polanyi, 2001: 27 y 121. En este artículo, 
nos enfocamos en la cuestión del desarraigo-re-
arraigo de la economía pero existen otros tipos de 
desarraigo, como el cultural (véase Bell, 1977). 

5	  Peyrelevade 2005: 10
6	  Petras, Veltmeyer, 2009: 84. Según el 

Programa de las Naciones Unidas para el De-
sarrollo (PNUD), una gran parte de esas tierras 
más fértiles de las tierras bajas del este no se les 
da un uso productivo. Las cien familias que son 
dueñas de una parte sustancial de las mejores 
tierras también son accionistas de los principa-
les bancos, emisoras de televisión, plantas pro-
cesadoras de alimentos, etc. (ibid, 243 y 244). 

7	  García Linares, el vicepresidente, abo-
gaba en 2005 por el establecimiento de un “ré-
gimen capitalista donde el potencial familiar, 
indígena y campesino esté equilibrado y articu-
lado alrededor de un proyecto nacional de de-
sarrollo y modernización productiva”. O sea, un 

Estado fuerte en hidrocarburos, con inversión 
extranjera y local, economía familiar, pequeñas 
empresas y una economía comunitaria”. Dicho 
capitalismo, arraigado en la cultura indígena, es 
de tipo “comunalista” (se basa en el ayllu; esto 
es, la unidad social indígena anterior al incario) y 
se acerca más al socialismo utópico de Proudhon 
que del socialismo científico de Marx (ibid, 135).

8	  Véase Polanyi, 2001: 156 y 157. Véase 
también en Trinchero, Balazote (2007: 149-170) 
el debate entre sustantivistas y formalistas.

9	  Polanyi, 2001: 169 y 180
10	  Caillé, 2009: 126. Sobre lo político, veá-

se ibid, 125-144. Sobre la política, ibid, 126.
11	  ibid, 98, 107 y 111-114. Al criticar el con-

cepto polanyiano de arraigo de un orden de la 
práctica en otro, este sociólogo hace hincapié 
en la imposibilidad de deslindar concretamente 
los ordenes (ibid, 100-101 y 119-120). Los distin-
tos ordenes no son homogéneos ni sincrónicos 
y cabe preguntarse lo que hay entre ellos, es 
decir en los intersticios entre ellos (ibid, 101-
108). Existe una indeterminación relativa de los 
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